LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DE 29 DE JUNIO DE 2000 SOBRE EL BAREMO DE DAÑOS CORPORALES  

I.- INTRODUCCIÓN

El Tribunal Constitucional ha dictado sentencia –que no resuelto el problema- sobre el baremo de valoración de los daños corporales derivados de accidente de circulación, en la que se muestra a favor de la constitucionalidad del sistema en su conjunto, pero resuelve ciertas dudas de inconstitucionalidad respecto de alguna de las piezas del sistema en sentido contrario, pues admite que, en determinados casos y bajo ciertas condiciones, una mínima expresión del baremo es contraria a la Constitución.

Encuentro arriesgado, en estos momentos, aventurar el efecto que la sentencia va a provocar, pues si bien el fallo exclusivamente declara la inconstitucionalidad de la aplicación de la letra B) de la Tabla V del anexo, me atrevo a intuir cierto grado de desorientación entre los propios jueces, las compañías y las víctimas. Además, todavía quedan otras cuestiones de inconstitucionalidad que resolver.

Sería extraño que, después de cinco años de aprobado el baremo,  alguien no supiera que la Disposición Adicional 8ª de la Ley de Ordenación y Supervisión de los seguros privados de 8 de noviembre de 1995, introdujo ciertas modificaciones en la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor y además incorporó como Anexo, un “Sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación”. Como es sabido, este cuestionadísimo sistema, representó un giro de más de 180 grados en el cálculo de las indemnizaciones por parte de los jueces y tribunales pues les obligó a pasar de un “no sistema” de valoración, teóricamente regido por el principio de reparación integral y afectado de graves problemas de inseguridad jurídica, de confusión de conceptos indemnizatorios  y de valoraciones en globo, a la aplicación cuasi mecánica de las tablas. Dada la altísima tasa de siniestralidad del sector del automóvil, las compañías de seguros no cejaron en el empeño de que se aprobara con rango legal esta manera de calcular de forma tasada y abstracta las indemnizaciones por muerte y lesiones corporales. 

El baremo,  si bien tuvo a modo de precedente la Orden Ministerial de marzo de 1991, representó una auténtica novedad legislativa, pues la Orden pretendía asimismo unificar la valoración de los daños ocasionados en accidente de circulación, pero por una vía persuasiva u “orientativa”, no vinculante. Quizá por su falta de obligatoriedad,  presentó un seguimiento desigual y una interpretación libre por parte de los jueces. A la vista de que por el camino de un baremo meramente orientativo no se conseguía la finalidad perseguida de tasar y poner tope a las indemnizaciones, el nuevo baremo cambió el guante blanco por mano de hierro e impuso a los jueces y tribunales su aplicación en todo caso, para la valoración de todo tipo de daños derivados del daño corporal, salvo para los daños a los bienes o cuando el accidente se hubiera debido a delito doloso. 

Lo cierto es, y así se reconoce y describe en la STC 29 junio 2000, que antes de esta reforma legal, “la carencia de un mínimo necesario de uniformidad de criterios …era causa de inseguridad jurídica y de permanentes agravios comparativos”  debido principalmente a la ausencia de estudios en la materia y a la disparidad de criterios entre los jueces. Sin embargo, el sistema adoptado, a mi juicio, no fue el correcto porque no supo partir de la tan básica premisa de que hay daños que por su propia naturaleza pueden y deben de ser sometidos a baremo y de que hay otros que también por su propia naturaleza ni pueden ni deben serlo. En este sentido,  algunos autores, con los que discrepo, han mantenido que las tablas no tienen vocación de comprender todos los supuestos si no que establecen presunciones de lucro cesante a favor del perjudicado, el cual, podrá probar un mayor daño. Tampoco ha sido esta la interpretación dada por el TC que reconoce que los preceptos legales que han sido puestos en tela de juicio “se integran en un detallado sistema normativo de predeterminación y cuantificación legal de los daños a las personas”.

Así las cosas, la sentencia  resuelve diez cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas en contra del baremo en las que los jueces proponentes entienden que una serie de preceptos de la Ley y alguno de los criterios explicativos del sistema son contrarios a la Constitución. Se trata del art.1.2 de la Ley, los apartados primero 1,5 y 7, segundo c) y la tabla V del baremo. Y se manejan diversos argumentos de inconstitucionalidad que afectan a los artículos 1.1,  9.3, 14, 15, 24.1 y 107 del texto constitucional. A través de un juego comparativo entre la responsabilidad civil por accidentes de circulación y la valoración de sus daños con el contenido e interpretación a la luz de la Constitución de estos preceptos, se va rechazando la oposición a la misma de todos los puntos planteados, salvo lo relativo a la tabla V y para supuestos muy concretos.

Antes de analizar qué argumentos han conducido a tan insólito fallo, podemos adelantar dos ideas: primera, el hilo conductor que ha llevado a los jueces proponentes a plantear que esos preceptos son contrarios a la Constitución es el mismo. Se refiere a la excesiva vocación de plenitud del baremo y a la imposibilidad de que tengan relevancia en la valoración, perjuicios no contemplados en las tablas o no valorados conforme al caso concreto. Los jueces quedan vinculados por unas tablas que les impiden “atender a las singularidades del caso concreto y satisfacer, en su caso, pretensiones resarcitorias derivadas de daños procesalmente acreditados y no contemplados en el baremo, o que superan los límites indemnizatorios legalmente establecidos por aquél”. El fundamento 4º de la sentencia ha terminado con las especulaciones sobre la obligatoriedad del baremo surgidas a raíz de la sentencia del Tribunal Supremo de 26 de marzo de 1997 en la que por la vía de obiter dicta se rechazaba tal carácter. 

Y, segunda idea,  mientras que la sentencia aprecia conformidad con la Constitución del sistema en su conjunto y en particular, de las normas que sostienen las Tablas, se admite la inconstitucionalidad de una de ellas, cuando se den concretas circunstancias, lo que encuentro incoherente. No es, desde mi punto de vista, jurídicamente correcto que se amolde a la Constitución el artículo 1.2 de la LRCSCVM con su conocido “los daños y perjuicios causados a las personas, comprensivos del valor de la pérdida sufrida y de la ganancia dejada de obtener, previstos, previsibles o que conocidamente se deriven del hecho generador, incluyendo los daños morales, se cuantificarán en todo caso con arreglo a los criterios y dentro de los límites indemnizatorios fijados en el anexo de la presente Ley”, y que se haga compatible con la inconstitucionalidad de la tasación del lucro cesante para las incapacidades temporales en las condiciones del fallo, pues demuestra que los daños a las personas ya no van a ser valorados en todo caso conforme a las tablas. Me parece que el artículo 1.2 queda igualmente afectado por la inconstitucionalidad de la Tabla V y para todos los supuestos en los que el razonamiento sea el mismo, es decir, para el cálculo del lucro cesante en fallecimiento y en incapacidad permanente.

En otro orden de ideas, la lectura de la sentencia me ha suscitado una serie de dudas básicas en torno a lo que yo entendía por responsabilidad civil objetiva, responsabilidad por riesgo, culpa, seguro, valoración de los daños, etc…, que confieso, desde la sentencia no tengo la seguridad de tener. Desde esta perspectiva es desde la que se analizan por el Tribunal las posibles contrariedades del baremo con la Constitución y desde la que vamos a ir analizando los aspectos más llamativos de la sentencia.

II. LA CONFRONTACIÓN ENTRE LA RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y LA RESPONSABILIDAD POR CULPA . LA CONSTITUCIONALIDAD DEL SISTEMA.

Las cuestiones de inconstitucionalidad  planteadas, incidían, entre otros aspectos,  en la confrontación del régimen jurídico establecido por el baremo y el artículo 14 de la Constitución, debido a la desigualdad causada entre la valoración de los daños sufridos por hechos de la circulación de acuerdo con el sistema tasado de valoración, y los daños sufridos en otro ámbito diferente, sin que en estos últimos casos exista la imposición de un baremo. 

En particular se afirma que “mientras los daños corporales sufridos como consecuencia de un accidente de circulación únicamente pueden ser reparados hasta un límite indemnizatorio máximo derivado de la aplicación del baremo, esos mismos e idénticos daños personales, cuando se producen en virtud de la diversa conducta de otro agente lesivo , son susceptibles de ser indemnizados en su totalidad, pues su cuantificación no está sometida a ningún tope o límite indemnizatorio predeterminado”. 

Sin embargo, tales razones no han sido acogidas por el Tribunal Constitucional, el cual,  para justificar el ajuste del baremo al artículo 14 de la CE se centra en los criterios de imputación de la responsabilidad y prescinde del sistema tasado de valoración que es donde se localiza la desigualdad. En este sentido, (Fto. 11) afirma que el sistema no se ha diseñado para un grupo de personas, lo que sería contrario al principio de igualdad,  si no que se trata de un sistema adoptado para todo sector, el de la circulación, el cual, se encuentra sometido a la responsabilidad objetiva o por riesgo “prescindiendo de la idea de culpa del agente causante del daño, con limitación o topes cuantitativos de las indemnizaciones, y, normalmente, insertando en el sistema resarcitorio así configurado una obligación de aseguramiento del riesgo”.

En efecto, la circulación de vehículos a motor se encuentra dentro de la responsabilidad civil entre los sectores sometidos a la responsabilidad objetiva o por el riesgo creado, lo que implica, de un lado, que el criterio de imputación de la responsabilidad sea ése riesgo y no la culpa y, de otro lado, que quien conduce tenga cubierto su riesgo con un seguro obligatorio, que proyectado en la valoración del daño del perjudicado, le va a garantizar hasta el tope legal y obligatoriamente cubierto, una indemnización.  Hasta aquí nada puede objetarse al argumento, pues dentro de un correcto entendimiento de la responsabilidad objetiva, ésta se impone por razón del desarrollo de  determinadas actividades de riesgo con independencia de quién las realice y de su comportamiento más o menos culposo, pues queda al margen la valoración del elemento culpa. 

La crítica que se puede hacer y que denota confusión en la arquitectura básica de la responsabilidad civil, es que no se responde a lo planteado, que no es el sistema de responsabilidad objetiva sino que lo que ataca al principio de igualdad ante la ley es que la valoración de los daños se haga para este sector a través de unas tablas vinculantes, mientras que para otras actividades igualmente sujetas a la responsabilidad por riesgo, la valoración no está tasada.
Ahora bien, cuando el Tribunal estudia los principios de violación del valor de la justicia del artículo 1.1 CE y de interdicción de la arbitrariedad proclamado en el artículo 9.3 de la Constitución, y la posibilidad de que el sistema en su conjunto les contradiga, vuelve de nuevo a la justificación de la responsabilidad objetiva a la que introduce nuevos matices, con los que ya no estoy  de acuerdo. 

En primer lugar, resulta un tanto pobre desde la perspectiva jurídica el punto de arranque pues se basa en la descrita situación de inseguridad jurídica y de “agravios comparativos” y en que los objetivos perseguidos por las tablas, tales como propiciar los acuerdos transaccionales y que las compañías aseguradoras pudieran establecer sus previsiones, son perfectamente legítimos y están justificados (Fto 13). Entiendo que esta situación descrita es lo que se conoce como “lugar común” que podría haberse tratado de solucionar a través de un sistema de valoración alternativo. Por eso, los objetivos perseguidos no justifican este sistema pues no es la única alternativa existente, ni el único sistema de valoración de daños corporales y de sus consecuencias que podría haberse adoptado para cambiar el rumbo de la situación. 

En segundo lugar, y en cuanto a los argumentos de fondo, para salvar el sistema en su conjunto, justificar su acomodo con la Constitución y rechazar su completa inconstitucionalidad, distingue entre la responsabilidad por riesgo y por culpa para una misma actividad. Asi,  en el Fto.15, afirma que “como hemos indicado, la Ley cuestionada conforma un régimen jurídico de responsabilidad civil de común aplicación tanto a los casos de responsabilidad por creación de riesgo u objetiva, como a aquellos otros en que el daño tiene por causa una acción u omisión culposa por parte del conductor del vehículo a motor.”….”no produce ningún resultado jurídicamente arbitrario o carente de justificación racional cuando se proyecta sobre supuestos en los que el daño personal causado es consecuencia de la responsabilidad exigible por el riesgo creado, o peligro que per se comporta la utilización de vehículos a motor. En este particular contexto regido por criterios de responsabilidad cuasiobjetiva, al que hace expresa referencia el art.1.1 de la Ley cuestionada, no cabe, con base en el art.9.3 EC, formular reparo o tacha de inconstitucionalidad oponible al legislador por el hech de que este, atendidas las circunstancias concurrentes, haya establecido criterios objetivados para la reparación del daño, con la consiguiente restricción de sus posiblidades de individualización…” 

Sin embargo, desde mi punto de vista, en esa distinción que hace el Tribunal, hay dos errores.  Primero, se olvida el Tribunal que, en el nuevo sistema establecido por la Ley de 1995, si bien se mantienen las premisas de la responsabilidad objetiva, y por tanto, se prescinde de la culpa como criterio de imputación,  en lo que concierne a la reparación y a la valoración del daño, los cambios han sido sustanciales y se han saltado las coordenadas de la valoración integral. El baremo no juega sólo en el ámbito del seguro obligatorio, si no que su aplicación por los tribunales  es igualmente obligatoria cuando la indemnización exceda de su ámbito de cobertura. Y segundo, se olvida también que tanto en el caso de la circulación como en otros sometidos a esta actividad, en los que no se valora conforme a baremo los daños causados, el juicio de responsabilidad es uno, en el sentido de que el criterio de imputación es el riesgo, se prescinde de la culpa y las causas de exoneración están tasadas. Y si los daños acreditados por los perjudicados o por los parientes de la víctima, son superiores a lo que el seguro obligatorio cubre, a estos no les afecta. 

Me sorprende descubrir que el perjudicado por una actividad sometida a responsabilidad objetiva, cualquiera que esta sea, se vea beneficiado por un sistema de imputación objetiva hasta un tope de sus daños y a partir de ahí para poder ser indemnizado tenga que probar la negligencia del conductor causante del accidente. 

En todo caso, si asumiéramos el argumento como válido, significaría la aplicación del baremo en su conjunto sólo para el marco de la responsabilidad objetiva cubierta por el seguro obligatorio y para el exceso, acreditada la culpa del causante, regiría un sistema de valoración libre. Y, sin embargo, esta no es la consecuencia que el Tribunal Constitucional extrae de sus premisas, porque el sistema, en su conjunto tal y como está concebido por la Ley se respeta en la sentencia.

III.- INCONSTITUCIONALIDAD DE LA TABLA V “POR CAUSA EXCLUSIVA EN UNA CULPA RELEVANTE Y, EN SU CASO, JUDICIALMENTE DECLARADA, IMPUTABLE AL AGENTE CAUSANTE DEL HECHO LESIVO”.

Salvada así la constitucionalidad del sistema en su conjunto, se plantean ciertas dudas de inconstitucionalidad de alguna de las piezas del sistema. Dudas de constitucionalidad  sobre “concretas proposiciones normativas o preceptos que, perteneciendo al referido sistema legal, constituyen elementos singulares de su regulación que podrían ser caracterizados como subsistemas.”

Ya he apuntado antes que si la premisa que rige el sistema en su conjunto, expresada en el artículo 1.2 de la Ley con su en todo caso, queda salvada, incluso para la determinación del lucro cesante en caso de fallecimiento y de lesión permanente, no entiendo cómo no se ajusta a la Constitución y sí vulnera su artículo 9.3, la determinación del lucro cesante en incapacidad temporal que es un mecanismo de aplicación del anterior principio.

Pues la clave que permite esta distinción parece residir, precisamente, en la dualidad de regímenes de responsabilidad para un mismo accidente de circulación. Mientras que es compatible el baremo en toda su extensión con la responsabilidad objetiva y según el Fto.15, “no produce ningún resultado arbitrario o carente de justificación”,  no lo es, para el cálculo del lucro cesante de la incapacidad temporal cuando el accidente se deba a la “culpa exclusiva del conductor causante del accidente, relevante y, en su caso, judicialmente declarada”.  

Hasta tal punto la culpa parece ser la clave que no les parece correcto que mientras que la culpa exclusiva del perjudicado exonera de responsabilidad al causante del accidente y la concurrencia de culpa del perjudicado puede servir de elemento de disminución de la indemnización , sin embargo, “cuando concurre culpa exclusiva del conductor, la víctima tenga que asumir parte del daño que le ha sido causado por la conducta antijurídica de aquél”. Este caso sí que vulnera el artículo 9.3 de la Constitución, “en cuanto el sistema valorativo utiliza el título de imputación de la culpa siempre en sentido favorable o beneficioso para quien, incurriendo en un ilícito, produjo el daño personal y los consiguientes perjuicios económicos a él anudados; máxime cuando la conducta antijurídica determinante del daño, lesiona o menoscaba bienes de tanta relevancia consititucional como son la integridad física y moral de las personas, reconocidos en el artículo 15 de la Constitución.”

El juego comparativo establecido entre la culpa de la víctima y la del causante, no está bien trazado porque en el primer caso ni beneficia ni perjudica a nadie, ya que el accidente es la consecuencia de la imputación del daño a dos agentes distintos que concurren en su producción o a uno sólo –la víctima- que con su sóla conducta lo provoca. En el segundo caso, por el contrario, la culpa exclusiva y relevante del conductor, implica la ruptura de este sistema objetivo y la creación de uno nuevo a través de la inclusión de este elemento del lado del causante. Sistema nuevo que, al menos, no es ni el tiempo ni el lugar para establecerlo 

A esta duda de constitucionalidad se une la de la posible vulneración del artículo 24.1 de la Constitución desde la óptica de que “al tratarse de un sistema legal de tasación de carácter cerrado que incide en la vulneración constitucional antes indicada, y que no admite ni incorpora una previsión que permita la compatibilidad entre las indemnizaciones así resultantes y la reclamación del eventual exceso a través de otras vías procesales de carácter complementario, el legislador ha establecido un impedimento insuperable para la adecuada individualización del real alcance o extensión del daño, cuando su reparación sea reclamada en el oportuno proceso, con lo que se frustra la legítima pretensión resarcitoria del dañado, al no permitirle acreditar una indemnización por valor superior al que resulte de la estricta aplicación de la referida tabla V, vulnerándose de tal modo el derecho a la tutela judicial efectiva que garantiza el art.24.1. CE”.

Podemos preguntarnos por qué la combinación de ambos argumentos no ha llevado al Tribunal a la declaración de inconstitucionalidad del cálculo del lucro cesante en caso de muerte y en caso de lesión permanente, pues aunque los jueces proponentes se hayan limitado a la Tabla V, afecta al más amplio artículo 1.2. de la Ley de forma implícita. En virtud del artículo 39 de la LOTC su obligación es la de extender el fallo de inconstitucionalidad a aquellos otros preceptos conectados con la cuestión admitida, aunque no hayan sido invocados en el curso del proceso. Es totalmente incomprensible que el puerto de llegada sea exclusivamente la incapacidad temporal, que es, a mi juicio la menos relevante en la lesión de los derechos denunciados, pues por su propia naturaleza el período de incapacidad temporal tiene vocación de transitoriedad y el perjudicado puede ver afectado su lucro cesante real durante ese tiempo, en el que por otra parte, se están percibiendo las prestaciones sociales correspondientes. Cuando este período termina, el perjudicado puede estar totalmente curado o puede arrastrar una secuela para toda la vida y sin embargo, en tal caso su lucro cesante se calculará conforme a los criterios predeterminados en la tabla. 

En este sentido, con toda razón, de forma explícita los dos votos particulares disidentes expresan que “la ratio decidendi de la sentencia tiene virtualidad expansiva sobre todo el sistema en su conjunto” y que  “la ratio decidendi de la inconstitucionalidad de una de las piezas afecta a las demás y al conjunto”. 

IV.- LECTURA SESGADA DE LA SENTENCIA Y SALTOS EN SU LOGICA INTERNA.

Pese a  todo, la sentencia de 29-6-2000 ofrece buenos y sólidos argumentos para haber recalado en un fallo diferente, si hubiera mantenido cierta lógica interna en su argumentación. Pero carece de ella hasta el punto de que tan pronto comienza un razonamiento de acuerdo con una determinada interpretación, como por ejemplo, el reconocimiento de que el perjucio económico debe de ser una partida indemnizatoria independiente, como,  a continuación extrae una conclusión o diferente a la natural o pobre y parcial,  pues afirma que no puede valorarse de manera objetiva, o sólo es arbitrario no hacerlo in concreto cuando se está temporalmente incapacitado.

En las primeras líneas del comentario, adelantaba mi manera de ver la problemática de la valoración del daño corporal que, resumiendo, entiendo debe de enfocarse desde la naturaleza del daño y de las posibilidades de reparación in concreto que los distintos perjuicios ofrecen, a diferencia de lo que hace el baremo que parte del daño corporal y a través del método del cálculo del punto de incapacidad, cuantifica este perjuicio y sus consecuencias pecuniarias y morales. Desde la  perspectiva de la naturaleza del daño sufrido,  el daño corporal o daño a la integridad física es un daño de naturaleza extrapatrimonial y no susceptible de estimación pecuniaria ni de reparación integral  y tiene que ser reparado conforme con un baremo o con unas tablas funcionales de valoración, según el método del punto de incapacidad.  Por otra parte, el daño emergente y el lucro cesante que sean consecuencia de ese daño corporal, han de ser valorados in concreto, según lo probado por el interesado y el daño moral directo e indirecto o por rebote tenga un tope de valoración económica, pues su naturaleza es extrapatrimonial.

Este planteamiento se comparte por la sentencia en muchos de sus argumentos de obiter dicta que podrían haber llevado a la declaración de inconstitucionalidad del sistema y que voy a resaltar a continuación. Sin embargo no ha sido así porque se aprecian incoherencias y saltos en la lógica de la sentencia a los que dedicaré también unas líneas. 

En la sentencia, cuando se estudia y se rechaza la contradicción del sistema con el artículo 15 de la Constitución, se enfoca debidamente el problema  pues se distingue la integridad física de la persona reconocida y protegida en el artículo 15 CE y las consecuencias que su lesión puede ocasionar en el plano patrimonial o pecuniario. 

1.- El artículo 15 CE no ampara la reparación por lucro cesante

Por lo que se refiere a la reparación del daño a la integridad física, el razonamiento del TC confirma la existencia del daño corporal como daño a la integridad física o psíquica del individuo que debe de ser objeto de reparación, y que es independiente y distinto de los daños patrimoniales que pudieran derivarse del mismo y que no encuentran su protección en el artículo 15 de la CE. En este sentido afirma lo siguiente: 

Fto.8: “es cierto que el instituto de la responsabilidad civil requiere, de modo inexcusable, que se fije para aquellos bienes de la personalidad un valor patrimonial (pecunia doloris), puesto que la reparación civil del daño descansa en el derecho del dañado a percibir una indemnización. Cierto también, que en el ejercicio de la pretensión resarcitoria de tales bienes aparecen integrados o aunados los conceptos de reparación del estricto daño personal y de restablecimiento  de los daños y perjuicios de índole patrimonial que traen causa de la lesión a los bienes de la personalidad. Sin embargo, en el plano constitucional no es posible confundir la reparación de los daños a la vida y a la integridad personal (art.15 CE), con la restauración del equilibrio patrimonial perdido como consecuencia de la muerte o de las lesiones personales padecidas, pues el mandato de especial protección que el art. 15 CE impone al legislador se refiere estricta y exclusivamente a los mencionados bienes de la personalidad (vida, integridad física y moral), sin que pueda impropiamente extenderse a una realidad jurídica distinta, cual es la del régimen legal de los eventuales perjuicios patrimoniales que pudieran derivarse del daño producido en aquéllos bienes.”

Sin embargo, la elección que el legislador ha hech para la valoración de estos daños es la del método del punto de incapacidad, que “impropiamente extiende a una realidad jurídica distinta” la valoración. De tal forma que la valoración de estos perjuicios, precisamente, se confunde y se diluye por el funcionamiento del propio método que utiliza los puntos de incapacidad para indemnizar “básicamente” este perjuicio, el moral  y el patrimonial básico. El daño corporal se convierte en un punto de partida para el cálculo de una indemnización global.

Además, no se cómo es posible que lo expresado sea compatible con lo que alega en el Fto.16 respecto de la incapacidad temporal, pues sólo para este período de tiempo encuentra contrario al artículo 9.3 CE tasar el lucro cesante, pues se trata “de un bien del máximo rango constitucional”.  En mi opinión, la integridad física, bien de máximo rango constitucional, cuando es dañada se presenta en dos fases distintas, pero de igual naturaleza, la incapacidad temporal y la permanente. No hay coherencia entre el argumento que rechaza la tasación del lucro cesante en la incapacidad temporal y lo justifica en la incapacidad permanente.

2.- El daño material o en los bienes es patrimonial y puede valorarse in concreto. El daño corporal es un daño extrapatrimonial cuya valoración ha de ser igual en casos iguales.

En el baremo se valoran los daños a los bienes siguiendo el principio de la reparación integral del daño porque son bienes de naturaleza estrictamente patrimonial que pueden ser valorados de manera objetiva. El Tribunal Constitucional no encuentra desigualdad entre este criterio de valoración y el procedimiento que el baremo utiliza para el daño corporal y los patrimoniales de ahí derivados. Como vamos a ver, se toma aquí se toma en consideración la distinta naturaleza de los bienes dañados para fundamentar la diferencia en el régimen de valoración. Los daños en las cosas permiten un cálculo bastante certero de su indemnización, mientras que el daño corporal ha de fijarse de manera estándar porque no son bienes que se encuentren en el comercio. Las razones son las siguientes: 

Fto.9:  “Si en el ámbito de la responsabilidad civil, la vida y la integridad física han de ser objeto de cuantificación dineraria o patrimonial, el más elemental respeto a la dignidad humana (art.10.1 CE) obliga a que aquélla sea la misma para todos. Por esta razón, el art.15 CE sólo condiciona al legislador de la responsabilidad civil en dos extremos: en primer lugar, en el sentido de exigirle que, en esa inevitable tarea de traducción de la vida y de la integridad personal a términos económicos, establezca unas pautas indemnizatorias suficientes en el sentido de respetuosas con la dignidad que es inherente al ser humano (art.10.1 CE); y en segundo término, que mediante dichas indemnizaciones se atienda a la integridad –según la expresión literal del art.15 CE- de todo su ser, sin disponer exclusiones injustificadas.

Fto.14: “ Los daños en las cosas no ofrecen especiales dificultades en orden a su valoración y cuantificación, puesto que son daños producidos en bienes que se encuentran en el tráfico comercial y que, como tales, cuentan con un valor-precio susceptible de ser objetivamente evaluado con arreglo a criterios ciertos que determina el mercado. Obviamente no puede decirse lo mismo respecto de los daños a las personas o daños corporales, cuya traducción a valores de mercado, por ser res extra comercium, depende de pautas ajenas a la mera consideración económica, mucho más estimativas y difíciles de objetivar…no existen referentes con parecido grado de objetivación que permitan calcular el quantum dinerario que, como remedio compensatorio, corresponde a la víctima por el daño personal inferido. Esta ausencia de criterios externos que sirvan de pauta determinante para la valoración del daño, sobre todo en lo que atañe a los daños morales, justifica que el legislador establezca los criterios normativos necesarios para garantizar un mínimo de homogeneidad  y, por tanto, de paridad en el resarcimiento de los daños personales.”

Este argumento, válido en cuanto a la diferentenaturaleza de los daños y al distinto sistema de valoración, se camia, a continuación, sin una justificación.

3.- El daño corporal puede llevar aparejado lucro cesante.

Siguiendo el razonamiento anterior, el Tribunal Constitucional admite la posible existencia de pérdida de ganancias como consecuencia del perjuicio corporal sufrido. 

Fto.14: “No cabe ignorar, sin embargo, que el daño ocasionado a las personas (o a los bienes de la personalidad, en rigor) lleva aparejado, como consecuencia inmediata, disminuciones patrimoniales y singularmente el lucro cesante o ganancias dejadas de percibir a consecuencia del hecho dañoso”.

3.1. Pero … la valoración de estos daños no puede hacerse con base objetiva!

Estamos ante un incomprensible salto en el razonamiento que el Tribunal Constitucional nos ofrece,  con la finalidad de justificar que las ganancias dejadas de obtener como consecuencia del accidente sean valoradas con el baremo.

Fto. 14: “Pues bien, tampoco existe base objetiva y razonable para equiparar, asignándoles el mismo régimen jurídico respecto de su valoración, estos daños derivados o consecuenciales, con los que directamente se ocasionan en las cosas o bienes pertenecientes a la víctima del accidente. Los primeros ofrecen perfiles propios a la hora de su reparación, a los que no son ajenos las concretas circunstancias personales y familiares y de toda índole del sujeto dañado, en tanto que los segundos, es decir, los daños en los bienes o cosas propiedad de la víctima, no exigen, como regla, la ponderación valorativa de aquellas características individuales”.

Me pregunto, por qué en vez de reproducirse el argumento dado para los daños en los bienes, para estos otros, las consecuencias patrimoniales, en vez de exigir prueba cumplida de su existencia y cuantía, parece buen método de valoración su cálculo abstracto, al que se llama “circunstancias personales y familiares y de toda índole del sujeto dañado”. Declaración de principios que coincide con el art.1.7 del Anexo.

4. El lucro cesante durante el período de incapacidad  temporal es un concepto indemnizatorio propio.

En un fundamento jurídico posterior, concretamente en el 17, sin embargo, el Tribunal Constitucional admite la importancia del lucro cesante cuando este se produce durante el período de incapacidad temporal. Se advierte fácilmente que el lucro cesante o ganancia dejada de obtener, tiene la misma naturaleza de daño patrimonial susceptible de valoración en cada caso concreto, con independencia de que surja en el período de incapacidad temporal que en el de permanente. 

Fto 17: “A mayor abundamiento, no puede desconocerse que los denominados “perjuicios económicos” presentan la suficiente entidad e identidad como para integrar y constituir un concepto indemnizatorio propio. Sin embargo, y a pesar de su relevancia desde la perspectiva de la reparación del daño efectivamente padecido, el legislador ha decidido regularlos como un simple factor de corrección de la indemnización básica prevista en el apartado A) de la tabla V, privándolos de toda autonomía como específico concepto indemnizatorio y, sobre todo, impidiendo que puedan ser objeto de la necesaria individualización y de un resarcimiento mínimamente aceptable, en comparación con las pérdidas que por tal concepto pueda sufrir un ciudadano medio por cada día de incapacidad para el desempeño de su trabajo o profesión habitual.

Así las cosas, el designio de uniformidad perseguido por el legislador  trata de conseguirse, en cuanto a esta importante partida indemnizatoria, alterando su verdadera significación como componente individualizado del daño objeto de reparación. En efecto, en lugar de asignarle su verdadero carácter de partida o componente autónomo dotado de propia sustantividad, en tanto que dirigido a enjugar las pérdidas o disminuciones patrimoniales que la víctima del daño haya sufrido y pueda acreditar, el sistema trastoca este concepto indemnizatorio para reducirlo a un simple factor de corrección que se calcula sobre la base de otra partida resarcitoria de diverso contenido y alcance, que obstaculiza la individualización del daño.

En suma, la opción acogida por el legislador con la indemnización de los perjuicios económicos derivados de las lesiones temporales, no sólo entremezcla conceptos indemnizatorios heterogéneos y susceptibles de un tratamiento diferenciado, sino que, por una parte su incorporación al sistema de valoración como simple factor de corrección de la indemnización básica impide injustificadamente a la víctima del hech circulatorio a soportar una parte sustancial de las pérdidas económicas derivadas del daño personal padecido …”

La claridad de ideas respecto los distintos mecanismos de valoración que hay que aplicar a los distintos daños, no tiene tacha. Es de compartir, como se ha expuesto al hablar del método del punto, que el sistema elegido por el legislador al aprobar el baremo “entremezcla conceptos indemnizatorios heterogéneos y susceptibles de tratamiento diferenciado”. Pero ¿es posible que esta ratio decidendi sólo se vaya a aplicar a la tabla V?.

CONCLUSIÓN

Hay que reconocer que no es correcto hacer una lectura sesgada de una sentencia, pero en este caso concreto, la falta de lógica interna y la ruptura del hilo argumental en cada fundamento jurídico, invita a leer entre líneas lo que o bien no ha podido o no se ha atrevido a decir el Tribunal Constitucional. Se trata de una sentencia con varios silogismos mal organizados y una conclusión que produce cierta impotencia pues se ha perdido una buena oportunidad para racionalizar los criterios de valoración de los daños corporales. 

En este momento,  una vez emitido el fallo, entiendo que hay que buscar alguna válvula de escape pues la crítica ya es estéril. En primer lugar, se podría argumentar en torno a la aplicación de la fuerza expansiva de su ratio decidendi , tanto a la baremación del lucro cesante por fallecimiento y  por incapacidad permanente, como si fuera una aplicación tácita del artículo 39 de  la LOTC. El problema de esta vía es que habría que admitir la nulidad sólo en los casos previstos de la discutible culpa relevante y exclusiva del causante, con la inseguridad jurídica que puede causar la inclusión de la culpa en el seno de un sistema de responsabilidad objetiva.

Por eso, ojalá  fuera posible recurrir a la figura anglosajona de la overruling, la cual permite, en un sistema de precedente vinculante, prescindir de una sentencia y apartarse de ella cuando “contenga un fallo oscuro, o una ratio dedicendi no indentificable o mal expuesta”, o que haya contemplado cuestiones que luego no resuelva”, condiciones que se encuentran todas ellas en la sentencia comentada
. 

Dado que nuestro sistema es otro, la cuestión sigue abierta a la espera de la reacción de los tribunales y la resolución de las otras cuestiones de inconstitucionalidad que se han planteado.
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